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    Título.   Cosa decidida. Lavado de activos. Hecho procesal. 
Sumilla. 1. El artículo 335 del CPP dispone, en lo pertinente, que la disposición de archivo 
impide que otro Fiscal pueda promover una investigación preparatoria por los mismos 
hechos, a menos que se aporten nuevos elementos de convicción o que la denuncia, en su 
día, no fue debidamente investigada. Son los efectos de la “cosa decidida”, cercana pero 
diferente de la cosa juzgada. Es evidente que el impedimento procesal funciona respecto de 
los mismos hechos (eadem res) y persona (eadem persona), así como, obviamente, del 
mismo fundamento (eadem causa petendi) [ex artículo III del Título Preliminar del CPP]. 
Nunca se alegó, ni consta de las actuaciones que dieron lugar a la disposición de apertura de 
investigación, los supuestos de excepción al impedimento de reinicio de investigaciones.                               
2. La noción “hecho”, propia de “objeto” (hecho procesal o hecho en sentido jurídico procesal), en el 
Derecho procesal penal debe entenderse como un determinado suceso o acontecimiento 
histórico total narrado o presentado por la Fiscalía –comportamiento determinado 
históricamente, hecho como comportamiento real, atribuido por la Fiscalía–, pero delimitado 
típicamente, esto es, que al mismo tiempo encarna el reproche de que alguien se ha 
comportado de modo punible–. Así, entonces, bajo este concepto de “hecho”, no cae sólo la 
forma de la conducta atribuida al imputado por la Fiscalía, sino también cualquier otra 
modalidad de esa conducta, siempre que según la interpretación corriente pertenezca a ese 
suceso unitario. Basta, entonces, que ese acontecimiento sea el mismo históricamente, en el 
proceso anterior y en el posterior, aunque las circunstancias imputadas o conocidas en el 
segundo sean más o menos distintas de las conocidas en el primero. 3. Es verdad que los 
cargos contra el encausado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO se derivan, en ambos casos, de 
situaciones distintas: (i) intervención en una subasta pública para adquirir lotes de terreno, y 
(ii ) adquisición de embarcaciones pesqueras y autorizaciones irregulares y negocios 
financieros presuntamente ilícitos –sin mayores concreciones–, que sería el marco 

contextual, pero también es cierto que en ambas investigaciones se indaga la existencia o no 
de un desbalance patrimonial, para lo cual se ordenaron pericias contables a la persona del 
imputado. Este factum específico es especialmente relevante. Su desempeño económico-
patrimonial, de ingresos y egresos –y de préstamos y deudas–, con la aneja información 
bancaria y tributaria, así como de sus bienes muebles e inmuebles, es lo que persigue esta 
indagación, pues a partir de ella, según la hipótesis fiscal, podrá advertirse la presencia de 
activos maculados y, en su caso, de conductas de lavado sobre ellos o sobre activos de 
terceros también maculados. 

 
–SENTENCIA DE CASACIÓN– 

 
Lima, veinticuatro de enero de dos mil veinticinco 

 
                  VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación, por la 
causal de inobservancia de precepto constitucional (debido proceso), interpuesto por la 
defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO contra el auto de 
vista de fojas ciento sesenta y tres, de tres de junio de dos mil veintidós, que 
confirmando el auto de primera instancia de fojas ciento dos, de nueve de 
marzo de dos mil veintidós, declaró infundada la solicitud de tutela de 
derechos que presentó; con todo lo demás que al respecto contiene. En el 
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proceso penal seguido en su contra por delito de lavado de activos en agravio 
del Estado. 

  Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.     
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que los hechos objeto de investigación son los siguientes: 
∞ 1. En el fundamento cinco de la disposición de cuatro de octubre de dos 
mil diecinueve se atribuyó al investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO 
que constituyó una docena de empresas del rubro pesquero con capital de 
presunta procedencia ilícita; ostentó bienes que podrían reflejar un presunto 
desbalance económico; adquirió tres embarcaciones que llevan los nombres 
de sus hijos  “Osquítar”, “Estefanía” y “Doña Licha” por dieciséis millones 
de dólares, cuyas autorizaciones y permisos de pesca fueron otorgados 
irregularmente.  
∞ 2. En el fundamento siete, respecto al periodo de investigación, acotó que 
éste comprenderá desde el año dos mil dos –si bien es un año anterior al de 
la compra de las embarcaciones cuestionadas y de las presuntas 
autorizaciones de pesca irregulares, ello es necesario debido a que se                                             
debe apreciar el desarrollo de la capacidad económica previa del 
investigado– hasta el veintinueve de enero de dos mil diecinueve, fecha en 
que se interpuso la denuncia. 
 
SEGUNDO. Que el procedimiento se desarrolló como a continuación se 
detalla: 
∞ 1. Por disposición de fojas cincuenta, de cuatro de octubre de dos mil 
diecinueve, se amplió el plazo de investigación contra OSCAR JAVIER PEÑA 

APARICIO por delito de lavado de activos en agravio del Estado, por el 
término de noventa días a fin de realizar diligencias. 
∞ 2. La defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO por escrito 
de fojas una, de veintisiete de enero de dos mil veintidós, promovió tutela de 

derechos y solicitó se declare la nulidad de la disposición de cuatro de 
octubre de dos mil diecinueve en el extremo referido al periodo objeto de 
investigación y consecuentemente la exclusión de dicho periodo que va de 
enero de dos mil once a enero de dos mil quince. Alegó que en el 
fundamento tres, ordinal dos, se vulneró el debido proceso, pues 
inicialmente la Vigésima Sexta Fiscalía provincial Penal de Lima abrió una 
primera investigación contra su patrocinado por la comisión de delito de 
lavado de activos por los presuntos actos ilícitos de los casos denominados 
“Oquendo” y “Ventanilla I” (Caso 127-2016). El fiscal a cargo por 
disposición una, de veintiséis de enero de dos mil quince dispuso la 
elaboración de la pericia contable (Caso 127-2016); que con fecha 
veinticuatro de diciembre de dos mil quince los peritos Pedro Gómez Mejía 
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y Daniel Reategui Palacios emitieron el dictamen pericial contable                                       
402-2015-DIRINCRI-PNP/OFIPECON, que estableció que no hubo 
desbalance patrimonial durante el periodo peritado de enero de dos mil once 
a enero de dos mil quince, respecto de su patrocinado como persona natural, 
por lo que la investigación fue archivada. 
∞ 3. Llevada a cabo la audiencia de Tutela de Derechos, el Décimo Sexto 
Juzgado de la Investigación Preparatoria de Lima expidió el auto de primera 

instancia de fojas ciento dos, de nueve de marzo de dos mil veintidós, que 
declaró infundada la tutela de derechos. Sus consideraciones fueron: 
*  A. La defensa no sustentó debidamente la denunciada vulneración al 
derecho del debido proceso y que dentro de esta gama de principios 
constitucionales se encuentre alguno de ellos establecidos en el artículo 71 
numeral 2, literal a) al f) o numeral 4, del Código Procesal Penal cuando se 
refiere a vulneración de derechos durante las diligencias preliminares, que 
es la etapa que se advierte se encuentra esta investigación; que simplemente 
señaló genéricamente que se  habría vulnerado el debido proceso. 
*  B. La defensa cuestionó el ámbito o tiempo que comprende la 
investigación preliminar al imputado, para lo cual mencionó que no debe 
ser desde el año dos mil dos, sino, al amparo de la pericia contable                                          
402-2005, que debería ser desde el año dos mil trece al año dos mil 
diecinueve. Es decir, lo que en el fondo cuestiona no es un derecho 
fundamental contemplado en el artículo 71 del Código Procesal Penal, sino 
lo referente al plazo de la investigación, es decir, la fecha que se ha tomado   
como referencia para iniciar actos de investigación por parte del Ministerio 
Público, esto es desde el año dos mil dos hasta el dos mil diecinueve. 
*  C. De acuerdo con lo expresado, el cuestionamiento del plazo de 
investigación en los términos expuestos por la defensa no es viable a través 
de la tutela de derechos, sino como estatuye el artículo 334 del Código 
Procesal Penal la vía del control del plazo correspondiente.  
∞ 4. La defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO interpuso 
recurso de apelación mediante escrito de fojas ciento seis, de catorce de marzo 
de dos mil veintidós. Instó se revoque el auto desestimatorio de primera 
instancia y se declare fundada la solicitud de tutela de derechos y, en 
consecuencia, nula la disposición de cuatro de octubre de dos mil 
diecinueve. Expuso que el periodo por el cual se le pretende investigar –del 
año dos mil dos al veintinueve de enero de dos mil diecinueve– es excesivo 
e irrazonable, vulnera el debido proceso, porque del periodo de 
investigación contenido en la Carpeta Fiscal 51-2019 contra su defendido 
OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO corresponde a un periodo en el que ya fue 
investigado –enero de dos mil once a enero de dos mil quince– por el delito 
de lavado de activos. No se cuestiona el plazo que dura la investigación, sino 
el periodo objeto de investigación. 
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∞ 5. Concedido el recurso de apelación por auto de fojas ciento diecisiete, de 
diecisiete de marzo de dos mil veintidós, declarado bien concedido por el 
Tribunal Superior y cumplido el procedimiento de apelación, la Cuarta Sala 
Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Lima dictó el auto de vista de 
fojas ciento sesenta y tres, de tres de junio de dos mil veintidós, que 
confirmó el auto de primera instancia y declaró infundado el pedido de tutela 
de derechos presentado por la defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA 

APARICIO. Sus argumentos fueron:  
*  A. El juez aquo en el fundamento cuarto anotó que la solicitud de la 
defensa se centra en cuestionar el plazo de investigación y no un derecho 
fundamental contenido en el artículo 71 del Código Procesal Penal, por lo 
que la vía idónea para ello es el control de plazos. De ello es de tenerse en 
cuenta que la institución de “control de plazos” tiene por finalidad realizar 
un control respecto al plazo de una investigación preparatoria, su legalidad, 
sus diligencias preliminares y su prórroga. 
*  B. El control de plazos es para impedir que el persecutor se exceda en los 
plazos que ha establecido la norma, por lo que dicha institución procesal no 
es de aplicación al presente caso. 
*  C. El argumento de la defensa es que el periodo por el cual investiga al 
encausado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO, del año dos mil dos al 
veintinueve de enero de dos mil diecinueve, ya fue investigado en el Caso 
127-2016 (periodo comprendido de enero de dos mil once a enero de dos 
mil quince), siempre por el delito de lavado de activos, por lo que el periodo 
investigado es arbitrario.  
*  D. De la revisión del dictamen del Caso 127-2016 se tiene que los hechos 
que promovieron dicha investigación se refirieron a hechos originados en 
las subastas públicas convocadas por el Gobierno Regional del Callao 
respecto al lote denominado “Oquendo” y la “Parcela Ventanilla 1”, que 
son hechos distintos a los que son materia de investigación en la Carpeta 
11-2019, por lo que no considera el periodo comprendido en enero de dos 
mil once a enero de dos mil quince (Caso 127-2016-LA).    

 
TERCERO. Que la defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO 
en su escrito de recurso de casación de fojas ciento setenta y tres, de once de 
julio de dos mil veintidós, invocó los motivos de casación de inobservancia 
de precepto constitucional y vulneración de la garantía de motivación 
(artículo 429, incisos 1 y 4, del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). 
Desde el acceso excepcional propuso se desarrollen criterios referidos a hechos 
ya investigados y que en su día el fiscal archivó, pese a lo cual se 
comprendieron bajo el cargo de lavado de activos. 
 
CUARTO . Que, como consecuencia de la denegación del recurso de 
casación y la presentación del correspondiente recurso de queja (Queja 
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1219-2022/Lima), este Tribunal Supremo por Ejecutoria de fojas cincuenta 
y siete, de nueve de abril de dos mil veinticuatro, declaró fundado el referido 
recurso y concedió el recurso de casación por la causal de inobservancia de precepto 
constitucional (debido proceso): artículo 429, inciso 1, del CPP. 
∞ Corresponde determinar si, en el sub judice, se infringió el ne bis in idem.  
 

QUINTO . Que, instruido el expediente en Secretaría y vencido el plazo 
concedido, por decreto de fojas sesenta y tres, se señaló fecha para la 
audiencia de casación el día diecisiete de enero del presente año. 
∞ La audiencia se realizó, según consta en el acta respectiva, con la 
intervención de la defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO, 
doctor Julio César Espinoza Goyena, y del señor Fiscal Supremo en lo 
Penal William Rabanal Palacios. 
∞ La Segunda Fiscalía Suprema en lo Penal el trece de enero de los 
corrientes presentó el requerimiento N° 007-2025-MP-FN-SFSP, por el que 
solicitó se declare infundado el recurso de casación promovido por la defensa del 
investigado PEÑA APARICIO.  
  
SEXTO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo 
día, de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se 
acordó por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación 
en los términos que a continuación se consignan. Se programó para la 
audiencia de lectura de la sentencia el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO . Objeto del recurso de casación. Que el análisis de la censura 

casacional, desde la causal de inobservancia de precepto constitucional (debido proceso), 
estriba en determinar si parte del periodo que comprende la investigación 
seguida al encausado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO es arbitrario por 
vulnerar el ne bis in idem. 
 
SEGUNDO. Hechos objeto de investigación. Que, según las disposiciones 
uno y tres, de febrero y julio de dos mil diecinueve, los hechos de lavado de 
activos guardan relación con lo consignado en el Informe                           
N° 2001-2019-DIRNIC-PNP/DIRILA-DIVILAPDC-D1, de veintiséis de 
enero de dos mil diecinueve, que da cuenta de una información periodística 
del portal La Mula, titulada: “el tiburón de la pesca”, a cargo de la 
periodista Mónica Vecco. Esta información mencionaba diversas conductas 
relacionadas con el investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO –quien por 
lo demás tiene varias investigaciones fiscales en su contra–, en relación a la 
constitución de una docena de empresas –alguna de ellas “fantasmas” y 
otras inscritas a nombre de terceros–, quien en el año dos mil tres formó la 
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empresa LSA ENTERPRISES INC., una off shore inscrita en Panamá; que 
a través de esta última empresa adquirió por arrendamiento financiero tres 
embarcaciones, en una operación por dieciséis millones de dólares; que las 
embarcaciones adquiridas lograron, irregularmente, permisos de pesca, al 
igual que una cuarta embarcación, en agosto y noviembre de dos mil tres, 
embarcaciones siempre vinculadas al citado investigado; que con estas 
embarcaciones efectuó varias operaciones financieras con una ganancia 
exorbitante para él; que las embarcaciones, en sus actividades de pesca, 
fueron sancionadas reiteradamente por el Ministerio de la Producción. La 
aludida información periodística, a pedido de la Policía, dio lugar a la 
disposición una, de seis de febrero de dos mil diecinueve, que calificó los 
hechos como delito de lavado de activos. Conforme al fundamento jurídico 
séptimo, el periodo objeto de investigación comprende desde el año dos mil 
dos –si bien es un año anterior al de la compra de las tres primeras 
embarcaciones cuestionadas y de las presuntas autorizaciones de pesca 
irregulares– hasta el veintinueve de enero de dos mil diecinueve –fecha de 
la denuncia–. Cabe acotar que la amplitud y vaguedad de los hechos en 
cuestión es patente, pues solo se mencionó datos generales y se efectuaron 
afirmaciones amplias, sin referencias concretas a conductas específicas 
vinculadas al tipo delictivo de lavado de activos.  
∞ Por otro lado, el citado encausado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO fue 
objeto de una investigación por delito de lavado de activos, que culminó con 
la disposición de treinta de junio de dos mil dieciséis (caso 127-2016-LA), 
aclarada por disposición de cinco de julio de ese año, que declaró no ha 
lugar a ejercitar acción penal en su contra por el indicado delito. En esa 
investigación el análisis del patrimonio del encausado OSCAR JAVIER PEÑA 

APARICIO comprendió el período enero dos mil once a enero de dos mil 
quince, como consta de la pericia contable ordenada en esa investigación 
(402-2015-DIRINCRI-PNP/OFIPECON, de veinticuatro de diciembre de 
dos mil quince).  
∞ En la indicada disposición de cinco de julio de dos mil dieciséis se 
señaló, a partir de lo acontecido en la subasta pública (002-2011, de 
diecinueve de mayo de dos mil once) del lote denominado “Oquendo” y la 
“Parcela Ventanilla I”, “[…] que resulta necesario investigar el patrimonio de 
los funcionarios del Gobierno Regional del Callao, así como de las personas 
naturales y jurídicas vinculadas a la subasta pública de los predios, a fin de 
verificar desbalance en su patrimonio, ya que de acuerdo a las denuncias 
formalizadas por la Fiscalía de Corrupción de Funcionarios del Callao los 
denunciados se habrían beneficiado económicamente con la subasta de los dos 
predios…” [vid.: fundamento decimosegundo, folio ocho]. De igual manera, 
se indicó que no se identificó que los denunciados realizaron una o más 
conductas de lavado de activos, así como tampoco se encontró que ellos 
presenten desbalance entre sus ingresos y su patrimonio en el periodo 
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investigado –las pericias concluyeron que no existe desbalance en su 
patrimonio– [vid.: fundamento decimoctavo, folio once]. 
 
TERCERO. Auto de vista recurrido. Que el Tribunal Superior descartó, 
correctamente desde luego, que el cuestionamiento en sede de tutela de 
derechos del imputado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO no se refiere al plazo 
de la investigación preparatoria sino al período objeto de investigación, el 
que –según la defensa del imputado– no debe comprender el período 
investigado a que se refiere la disposición de treinta de junio de dos mil 
dieciséis antes citada.  
∞ Al respecto afirmó que los hechos de la aludida investigación (caso                                        
127-2016-LA) eran originados en las subastas públicas convocadas por el 
Gobierno Regional del Callao respecto de los lotes “Oquendo” y “Parcela 
Ventanilla I”, es decir, que se trata de hechos distintos a los que son materia 
de la carpeta 11-2019. Por ello, declaró infundado el remedio procesal de 
tutela de derechos. 
 
CUARTO . Cosa decidida. Que el artículo 335 del CPP dispone, en lo 
pertinente, que la disposición de archivo impide que otro Fiscal pueda 
promover una investigación preparatoria por los mismos hechos, a menos 
que se aporten nuevos elementos de convicción o que la denuncia, en su 
día, no fue debidamente investigada. Son los efectos de la “cosa decidida”, 
cercana pero diferente de la cosa juzgada. Es evidente que el impedimento 
procesal funciona respecto de los mismos hechos (eadem res) y persona 
(eadem persona), así como, obviamente, del mismo fundamento (eadem 
causa petendi) [ex artículo III del Título Preliminar del CPP]; de ahí, pues, 
que puede ser incluida como una garantía integrante del complejo del 
debido proceso y, como tal, comprendida en el ámbito del remedio procesal 
de tutela de derechos (ex artículo 71, apartado 3, del CPP). Nunca se alegó, 
ni consta de las actuaciones que dieron lugar a la disposición de apertura de 
investigación, los supuestos de excepción al impedimento de reinicio de 
investigaciones. 
∞ Cabe precisar que la noción “hecho”, propia de “objeto” (hecho procesal o 
hecho en sentido jurídico procesal), en el Derecho procesal penal debe entenderse 
como un determinado suceso o acontecimiento histórico total narrado o 
presentado por la Fiscalía –comportamiento determinado históricamente, 
hecho como comportamiento real, atribuido por la Fiscalía–, pero 
delimitado típicamente, esto es, que al mismo tiempo encarna el reproche                                    
de que alguien se ha comportado de modo punible [ROXIN,                                                             

CLAUS – SCHÜNEMANN, BERND: Derecho Procesal Penal, Ediciones Didot, 
Buenos Aires, 2019, p. 246]–. Así, entonces, bajo este concepto de “hecho”, 
no cae sólo la forma de la conducta atribuida al imputado por la Fiscalía, 
sino también cualquier otra modalidad de esa conducta, siempre que según 
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la interpretación corriente pertenezca a ese suceso unitario [SCHMIDT, 
EBERHARD: Derecho Procesal Penal, Editorial Bibliográfica Argentina, 
Buenos Aires, 1957, p. 174]. Basta, entonces, que ese acontecimiento sea el 
mismo históricamente, en el proceso anterior y en el posterior, aunque las 
circunstancias imputadas o conocidas en el segundo sean más o menos 
distintas de las conocidas en el primero [MAIER, JULIO B.J.: Derecho 
Procesal Penal I Fundamentos, 2da. Edición, Editores, Ediciones Del 
Puerto, Buenos Aires, 1999, p. 608]. 
 
QUINTO . Legitimidad de la investigación. Que, en el sub judice, es 
evidente que el marco temporal de ambas investigaciones es el mismo entre 
enero dos mil once y enero de dos mil quince –la presente investigación 
está referida, además, a un lapso de tiempo adicional, hasta enero de dos 
mil diecinueve–.  
∞ El tipo delictivo de lavado de activos, de un lado, tiene un objeto material, 
referido a los activos maculados, procedentes de una actividad criminal 
referida a delitos con capacidad de generar ganancias ilegales –hechos 
previos–; y, de otro lado, determinadas conductas de conversión, 
transferencia, ocultamiento, tenencia, transporte, traslado, ingreso o salida 
por territorio nacional de los activos maculados –hechos concomitantes–. 
∞ Es verdad que los cargos contra el encausado OSCAR JAVIER                                                   

PEÑA APARICIO se derivan, en ambos casos, de situaciones                                                         
distintas: (i) intervención en una subasta pública para adquirir lotes de 
terreno, y (ii ) adquisición de embarcaciones pesqueras y autorizaciones 
irregulares y negocios financieros presuntamente ilícitos –sin mayores 
concreciones–, que sería el marco contextual, pero también es cierto que en 
ambas investigaciones se indaga la existencia o no de un desbalance 
patrimonial, para lo cual se ordenaron pericias contables a la persona del 
imputado. Este factum específico es especialmente relevante. Su desempeño 
económico-patrimonial, de ingresos y egresos –y de préstamos y deudas–, 
con la aneja información bancaria y tributaria, así como de sus bienes 
muebles e inmuebles, es lo que persigue esta indagación, pues a partir de 
ella, según la hipótesis fiscal, podrá advertirse la presencia de activos 
maculados y, en su caso, de conductas de lavado sobre ellos o sobre activos 
de terceros también maculados. 
∞ Siendo así, la indagación sobre este punto ya se produjo, respecto de 
enero dos mil once a enero de dos mil quince. No es posible volver a 
investigar, sin datos nuevos previos, ese mismo periodo, más aún si la 
indagación fue omnicomprensiva de la actividad económica del 
investigado. En consecuencia, no puede afectarse el entorno jurídico de una 
persona al someterlo a investigaciones por lavado de activos a partir de 
ubicarlo arbitrariamente en contextos distintos pero iguales, al analizar su 
actividad económico-financiera para determinar si intervino en alguna 
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conducta prohibida respecto de bienes maculados. El Estado tiene una 
oportunidad para perseguir y, en su caso, lograr la condena de una persona 
respecto de hechos globalmente idénticos o que supongan su progresión, 
pero en acotados periodos de tiempo. El valor seguridad jurídica y la 
protección de la libertad personal así lo exige. 
∞ En consecuencia, debe ampararse la tutela planteada y delimitar el 
periodo investigado de febrero de dos mil quince al veintinueve de enero de 
dos mil diecinueve. La sentencia casatoria, acorde al derecho en juego, debe 
ser rescindente y rescisoria. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I.  Declararon FUNDADO el recurso de casación, por la 
causal de inobservancia de precepto constitucional (debido proceso), interpuesto por la 
defensa del investigado OSCAR JAVIER PEÑA APARICIO contra el auto de 
vista de fojas ciento sesenta y tres, de tres de junio de dos mil veintidós, que 
confirmando el auto de primera instancia de fojas ciento dos, de nueve de 
marzo de dos mil veintidós, declaró infundada la solicitud de tutela de 
derechos que presentó; con todo lo demás que al respecto contiene. En el 
proceso penal seguido en su contra por delito de lavado de activos en agravio 
del Estado. En consecuencia, CASARON el auto de vista. II.  Y 
ACTUANDO  en sede de instancia: REVOCARON  el auto de primera 
instancia; reformándolo: declararon FUNDADO el remedio procesal de 
tutela de derechos deducido por el investigado OSCAR JAVIER PEÑA 

APARICIO y, de consiguiente, PRECISARON que el periodo objeto de 
investigación será de los hechos del período febrero de dos mil quince al 
veintinueve de enero de dos mil diecinueve. III. ORDENARON se 
transcriba la sentencia al Tribunal Superior para los fines de ley, al que se 
enviarán las actuaciones; registrándose. IV.  DISPUSIERON se lea la 
sentencia en audiencia pública, se notifique inmediatamente y se publique 
en la página web del Poder Judicial. HÁGASE saber a las partes procesales 
personadas en esta sede suprema. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
LUJÁN TÚPEZ 
 

ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
MAITA DORREGARAY 
 

CSMC/EGOT 
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